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LEY DE REFORMA PARCIAL 
A LA LEY ORGÁNICA SOBRE EL DERECHO 

DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

Artículo 1. Se modifica el artículo 1, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Objeto
Artículo 1. Esta Ley tiene por objeto garantizar y promover el dere-
cho de las mujeres a una vida libre de violencia en el ámbito público 
y privado, creando condiciones para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia contra ellas en cualquiera de sus formas y ám-
bitos, arraigada en la discriminación sistémica contra las mujeres 
especialmente cuando se encuentran en situación de vulnerabilidad, 
impulsando cambios en los patrones socioculturales que sostienen 
las relaciones desiguales de poder sobre las mujeres, para favorecer 
la construcción de una sociedad justa democrática, participativa, 
paritaria, protagónica y libre de violencia.

Artículo 2. Se modifica el acápite del artículo 2 y se agregan 3 nue-
vos numerales después del numeral 1. Quedando la redacción en los 
términos siguientes:
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Finalidad
Artículo 2. Esta Ley tiene como finalidad: 
1. Garantizar a todas las mujeres el ejercicio y acceso expedito, 

transparente y efectivo de sus derechos humanos exigibles ante 
los órganos del sistema de justicia y la administración pública; 
para asegurar la oportuna y adecuada respuesta.

2. Velar por la centralidad de los derechos humanos de las vícti-
mas y sus familiares en todas las acciones realizadas en el marco 
de esta Ley.

3. Garantizar que las decisiones que se adopten respeten y pro-
muevan la autonomía de las mujeres y fortalecimiento de sus 
derechos humanos. 

4. Asegurar la aplicación de criterios probatorios libres de estereo-
tipos y prejuicios de género que subordinan a las mujeres y no 
las reconocen como sujetos de derecho.

5. Fortalecer políticas públicas para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia contra las mujeres y la discriminación de 
género. Para ello, el órgano rector con competencia en la materia 
coordinará con los órganos del Poder Público la implementación 
de programas en el ámbito educativo, laboral, económico, cul-
tural, social, salud, comunicacional, y otras acciones para cum-
plir con el objeto de esta Ley. La enseñanza de los derechos hu-
manos y en particular los derechos vinculados con los derechos 
de las mujeres, deberán estar integrados en el currículo formal 
de todo el sistema educativo.



5

6. Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una 
protección integral a las mujeres víctimas de violencia desde las 
instancias jurisdiccionales.

7. Coordinar los recursos presupuestarios e institucionales de los 
distintos Poderes Públicos, definiendo líneas de acción que per-
mitan asegurar la prevención, atención, sanción y erradicación de 
los hechos de violencia contra las mujeres, así como la implemen-
tación de medidas socioeducativas que eviten la reincidencia. 

8. Promover la participación protagónica de mujeres y hombres 
en las asociaciones, organizaciones sociales, fundaciones y 
otros movimientos del Poder Popular que impulsan actividades 
dirigidas a prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia 
hacia las mujeres. 

9. Garantizar el principio de transversalidad de las medidas de 
sensibilización, prevención, detección, seguridad y protección, 
de manera que en su aplicación se tengan en cuenta los dere-
chos humanos, necesidades y demandas específicas de todas las 
mujeres víctimas de violencia. 

10. Promover la sensibilización y la especialización de las servi-
doras y servidores de la administración pública y del sistema 
de justicia, que intervienen en todo el proceso de información, 
atención, orientación y protección integral de las mujeres vícti-
mas de violencia.

11. Garantizar los recursos económicos, profesionales, tecnológi-
cos, científicos y de cualquier otra naturaleza, que permitan la 
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sustentabilidad de los planes, proyectos, programas, acciones, 
misiones y toda otra iniciativa orientada a la prevención, aten-
ción, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres y 
el ejercicio pleno de sus derechos humanos. 

12. Establecer y fortalecer medidas de seguridad y protección y me-
didas cautelares que garanticen los derechos protegidos en esta 
Ley y la protección de la dignidad e integridad física, psicoló-
gica, sexual, patrimonial y jurídica de las mujeres víctimas de 
violencia por razones de género.

13. Establecer un sistema integral de garantías para el ejercicio de 
los derechos desarrollados en esta Ley con enfoque de igualdad 
y equidad, superadora de toda discriminación y violencia con-
tra las mujeres. 

14. Prohibir la exposición o instrumentalización de las mujeres 
víctimas de violencia y sus familiares, a situaciones de in-
comprensión o reiteraciones innecesarias que las sometan a 
un nuevo proceso de victimización, para lograr de manera 
eficaz la protección, seguridad y prevención de nuevos actos 
de violencia.

Artículo 3. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 2, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Principios
Artículo 3. La aplicación de esta Ley se rige por los principios de 
igualdad y no discriminación, interés superior de las niñas, niños y 
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adolescentes, debida diligencia, intervención inmediata y oportuna, 
interdependencia, indivisibilidad y universalidad.

Artículo 4. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 3, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Enfoques
Artículo 4. En la aplicación de esta Ley es obligatorio para los ór-
ganos del sistema de justicia y los demás órganos y entes del Estado 
aplicar los siguientes enfoques: 

1. Enfoque de género.
2. Enfoque feminista.
3. Enfoque de derechos humanos.
4. Enfoque intercultural. 
5. Enfoque de integralidad.
6. Enfoque generacional.
7. Enfoque de interseccionalidad.

Artículo 5. Se modifica el artículo 3, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Derechos protegidos 
Artículo 5. Esta Ley abarca la protección de los siguientes derechos:
1. El derecho a una vida libre de violencia en el ámbito público 

y privado.
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2. La protección a la dignidad e integridad física, psicológica, se-
xual, patrimonial y jurídica de las mujeres víctimas de violen-
cia, en los ámbitos público y privado. 

3. La igualdad real y efectiva de derechos entre las mujeres y 
los hombres. 

4. La protección de las mujeres en situación de especial vulnerabi-
lidad a la violencia por razón de género. 

5. El derecho de las mujeres a recibir plena información y ase-
soramiento adecuado a su situación personal, a través de los 
servicios, organismos u oficinas que están obligadas a crear y 
mantener la administración pública nacional, estadal y mu-
nicipal. Dicha información comprenderá las medidas con-
templadas en esta Ley relativas a su protección y seguridad, 
y los derechos y ayudas previstos en la misma, así como lo 
referente al lugar de prestación de los servicios de atención, 
emergencia, apoyo y recuperación integral. Las referidas me-
didas deberán ser objeto de divulgación permanente por los 
organismos antes indicados. 

6. Los demás consagrados en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y en los convenios y tratados interna-
cionales en la materia, suscritos y ratificados por la República 
Bolivariana de Venezuela, tales como la Convención sobre la 
Eliminación de todas  las Formas de Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW).
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Artículo 6. Se modifica el artículo 4, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Garantías
Artículo 6. Todas las mujeres con independencia de su edad, origen 
étnico, rasgos fenotípicos, raza, color, linaje, cultura, nacionalidad, 
ciudadanía, idioma, credo, ideología, filiación política o filosófica, 
estado civil, tipo de ocupación, grado de educación, discapacidad, 
gestación, lugar de nacimiento, condición socioeconómica, condi-
ción migratoria, estado de salud, diferencia física, orientación se-
xual, identidad de género o expresión de género, así como cualquier 
otra condición personal o colectiva, temporal o permanente, dis-
pondrán de los mecanismos necesarios para hacer efectiva las ga-
rantías de los derechos reconocidos en esta Ley:
1. La información, la atención social integral y la asistencia jurí-

dica gratuita a las mujeres víctimas de violencia por razones de 
género, son responsabilidad del Estado. 

2. En el caso de mujeres en situación de vulnerabilidad, el 
Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
mujer e igualdad de género, a través del Instituto Nacional de la 
Mujer, así como los institutos regionales y municipales, deben 
asegurarles que la información se ofrezca en formato accesible 
y comprensible, en el idioma castellano, idiomas indígenas, la 
lengua de señas venezolana y otras modalidades u opciones de 
comunicación, incluidos los sistemas alternativos y aumenta-
tivos. En fin, se articularán los medios necesarios para que las 
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mujeres en situación de violencia por razones de género que por 
sus circunstancias personales y sociales puedan tener una ma-
yor dificultad para el acceso integral a la información, tengan 
garantizado el ejercicio efectivo de este derecho. 

3. Las mujeres víctimas de violencia por razones de género tie-
nen derecho a servicios sociales de atención, de emergencia, de 
protección, de apoyo, acogida y de recuperación integral. En 
cada estado y municipio se crearán dichos servicios, con cargo 
al presupuesto anual. La atención que presten dichos servicios 
deberá ser gratuita, de calidad, permanente, urgente, especia-
lizada y multidisciplinaria profesionalmente y será financiada 
por el Estado. 

4. Los servicios enunciados en el numeral anterior actuarán coor-
dinadamente y en colaboración con los órganos de seguridad 
ciudadana, el sistema de justicia, los servicios de salud y la De-
fensoría Nacional de los Derechos de la Mujer. También tendrán 
derecho a la atención social integral a través de estos servicios 
sociales las niñas, niños y adolescentes que se encuentren bajo 
la potestad parental o responsabilidad de crianza de las mujeres 
víctimas de violencia. 

5. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 
mujer e igualdad de género, el Instituto Nacional de la Mujer 
y los institutos estadales y municipales de la mujer, así como 
otras asociaciones, organizaciones incluyendo las comunitarias 
que promueven la defensa de los derechos humanos de las mu-
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jeres, orientarán y evaluarán los planes, proyectos, programas y 
acciones que se ejecuten y emitirán recomendaciones para su 
mejora y eficacia. 

6. La Defensoría del Pueblo, el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de mujer e igualdad de género, a través 
del Instituto Nacional de la Mujer, y los institutos estadales y 
municipales velarán por la correcta aplicación de esta Ley y de 
los instrumentos derivados de la misma. Corresponderá a la 
Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer y a las defen-
sorías estadales, municipales y comunales velar por el respeto 
y ejercicio efectivo del derecho a la justicia de las mujeres vícti-
mas de violencia por razones de género, asegurando que se les 
brinden los servicios necesarios que garanticen la efectividad 
de los derechos aquí consagrados. Este derecho asistirá tam-
bién a las y los causahabientes en caso de fallecimiento de la 
mujer agredida. 

7. Los colegios de abogadas y abogados, médicas y médicos, psi-
cólogas y psicólogos y enfermeras y enfermeros de los distintos 
estados deben establecer servicios gratuitos de asesoría especia-
lizada integral a las mujeres víctimas de violencia por razones 
de género.

8. Las trabajadoras en situación de violencia por razones de género 
tendrán derecho a la reducción o a la reordenación de su tiempo 
de trabajo, a ser movilizadas geográficamente o al cambio de su 
centro de trabajo. Si su estado requiriere una suspensión labo-
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ral, la misma deberá ser acreditada con la orden de protección 
de la jueza o del juez, previo informe y solicitud del Ministerio 
Público, bastando la acreditación de indicios. 

9. El Estado desarrollará políticas públicas dirigidas a las mujeres 
víctimas de violencia por razones de género que carezcan de tra-
bajo, pudiendo ser insertadas en los programas, misiones y pro-
yectos de capacitación para el empleo y emprendimiento, según 
lo permitan las condiciones físicas y psicológicas en las cuales se 
encuentren. Si las mujeres agredidas tuvieran una discapacidad 
reconocida oficialmente que les impida u obstaculice el acceso al 
empleo, recibirán una atención especial que permita su inserción 
laboral y su capacitación. Para ello se establecerán programas, 
proyectos y misiones. El Estado creará exenciones tributarias a 
las empresas, cooperativas y otros entes que promuevan el em-
pleo, la inserción y reinserción en el mercado laboral y produc-
tivo de las mujeres víctimas de violencia por razones de género.

10. Las mujeres víctimas de violencia por razones de género ten-
drán prioridad para las ayudas y asistencias que cree la admi-
nistración pública nacional, estatal o municipal. 

11. Las mujeres víctimas de violencia por razones de género ten-
drán prioridad en el acceso a la vivienda, a la tierra, al crédito y 
a la asistencia técnica en los planes gubernamentales.

Artículo 7. Se modifica el artículo 9, quedando la redacción en los 
términos siguientes:
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Medidas de seguridad y protección y medidas cautelares 
Artículo 11. Las medidas de seguridad y protección, y las medidas 
cautelares son aquellas que impone la autoridad competente seña-
lada en esta Ley, para salvaguardar la vida, proteger la dignidad, in-
tegridad física, psicológica, sexual y los bienes patrimoniales de las 
mujeres víctimas de violencia. La idoneidad, necesidad, urgencia, 
proporcionalidad y finalidad son elementos esenciales para su otor-
gamiento, debiendo prevalecer el mandato de garantizar el derecho 
de las mujeres a una vida libre de violencia.

Artículo 8. Se modifica el artículo 10, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Supremacía y orden público 
Artículo 12. Las disposiciones de esta Ley serán de aplicación pre-
ferente. El respeto, garantía y protección de los derechos humanos 
de las mujeres es una materia de orden público e interés general. 
En consecuencia, todas las servidoras públicas y servidores públicos 
deben actuar de oficio ante las situaciones de amenaza o violación de 
los derechos humanos de las mujeres, sin que sea necesaria la solici-
tud, intervención o impulso de las personas interesadas. 

En caso de duda en la interpretación o aplicación de esta Ley se 
adoptará aquella que más favorezca la protección de los derechos 
humanos de las mujeres víctimas de violencia por razones de género 
y sus familiares.
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Artículo 9. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 10, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Prohibición de la mediación y conciliación 
Artículo 13. A los fines de garantizar los derechos de las mujeres 
víctimas de violencia por razones de género se prohíbe: 

1. La exposición de las mujeres víctimas de violencia y sus familia-
res, a situaciones de incomprensión o reiteraciones innecesarias 
que las sometan a un nuevo proceso de victimización.

2. La aplicación de la mediación, conciliación y demás me-
dios alternativos de resolución de conflictos en los procedi-
mientos de violencia contra la mujer por razones de género, 
en los casos que impliquen violación o amenaza al derecho 
a la vida e integridad física. En las demás situacionespodrá 
excepcionalmente emplearse estos medios siempre que una 
evaluación anterior por parte de un equipo multidiscipli-
nario garantice el consentimiento libre e informado de las 
víctimas y no existan indicadores de nuevos riesgos para las 
víctimas o sus familiares. En ningún supuesto, la violencia 
contra la mujer por razones de género será remitida obliga-
toriamente a procedimientos alternativos de resolución de 
conflictos ni constituirá obstáculo para su acceso efectivo 
a la justicia.

3. El empleo de las víctimas y sus familiares para realizar notifica-
ciones y citaciones previstas en esta Ley. 



15

Las servidoras públicas y servidores públicos que incumplan la pre-
sente disposición serán sancionados por la comisión del delito de 
violencia institucional.

Artículo 10. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 12, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Competencia
Artículo 13. Los Tribunales con competencia en materia de Delitos 
de Violencia contra la Mujer son competentes para conocer de las 
solicitudes, acciones, recursos y delitos contemplados en esta Ley y 
por remisión en otras leyes. Igualmente, son competentes para co-
nocer de aquellos delitos contenidos en otras leyes orgánicas, espe-
ciales o generales por conexión, conexidad o concurso real con el 
asunto del cual tienen conocimiento, independientemente que con-
curran victimas mujeres y hombres.

El Tribunal Supremo de Justicia asegurará la existencia de tribunales 
especializados en zonas fronterizas y de difícil acceso.

Artículo 11. Se modifican los numerales 3, 5, 6, 7, 11 y se agregan 4 
numerales adicionales al artículo 15, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Formas de violencia 
Artículo 19. Se consideran formas de violencia por razones de géne-
ro contra las mujeres, las siguientes:



16

3. Amenaza: Es la manifestación verbal, escrita u otros actos ejecuta-
dos por cualquier medio, incluyendo medios de comunicación y 
tecnologías de comunicación e información, de ejecutar un daño 
psicológico, sexual, laboral, patrimonial o físico, con el fin de in-
timidar a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.

5. Violencia familiar: Toda conducta activa u omisiva, constante o 
no, de empleo de fuerza física o violencia psicológica, intimida-
ción, acoso, hostigamiento, persecución, humillación o amenaza 
contra la mujer por parte de la persona con quien mantiene o 
mantuvo matrimonio, unión estable de hecho o relación de afec-
tividad, con o sin convivencia, ascendientes, descendientes, pa-
rientes colaterales, consanguíneos y afines, que sea ejercida por 
sí o por terceros. Se entenderá también como violencia familiar 
todo acto de violencia, acciones u omisiones que afecten a fami-
liares ascendientes, descendientes y colaterales consanguíneos y 
afines, y personas al cuido de las mujeres, que tengan como fina-
lidad ocasionar condiciones de violencia, temor, daño, doblegar 
la voluntad de la mujer e incluso su muerte.

6. Violencia sexual: Toda conducta que amenace o vulnere el dere-
cho de la mujer a decidir voluntaria y libremente su sexualidad, 
comprendiendo ésta no solo el acto sexual, sino toda forma de 
contacto o acceso sexual, genital o no genital, tales como violen-
cia sexual, acto sexual con víctima especialmente vulnerable y 
abuso sexual sin penetración.
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7. Violencia sexual en la relación de pareja: Es una forma de violencia 
sexual, en la cual mediante violencias o amenazas se constriñe a la 
cónyuge, persona con quien mantenga unión estable de hecho o 
relación de afectividad a un acto que constituya violencia sexual.

11. Violencia laboral: Es toda discriminación, amenaza, acoso y hos-
tigamiento hacia la mujer por razones de género en los centros 
de trabajo, públicos o privados, que obstaculicen su acceso al em-
pleo, ascenso o estabilidad en el mismo o generen un medio de 
trabajo hostil, tales como exigir requisitos sobre el estado civil, 
la edad, la apariencia física o buena presencia, o la solicitud de 
resultados de exámenes de laboratorios clínicos que supeditan la 
contratación, ascenso o permanencia de la mujer en el empleo. 
Constituye también discriminación de género en el ámbito labo-
ral el quebrantar el derecho de igual salario por igual trabajo o no 
otorgar los permisos respectivos para que las mujeres víctimas de 
violencia puedan cumplir con las actividades que requieren su 
presencia conforme a lo establecido en esta Ley. 

18. Violencia informática: Es todo acto que involucre como medio 
para la comisión de un delito de violencia contra la mujer el uso 
de las tecnologías de la información y comunicación, mediante el 
empleo o la divulgación de material audiovisual, imágenes, datos 
y cualquier otra información de una mujer para ejercer violencia 
psicológica, acoso, hostigamiento, acoso sexual, violencia mediá-
tica, simbólica, política o cualquier otra forma de violencia.
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19. Violencia política: Es todo acto que, mediante la coacción, ame-
naza o cualquier otra forma de violencia, limite, menoscabe o im-
posibilite el libre ejercicio de la participación política de las mu-
jeres en condiciones de igualdad y equidad en cargos de elección 
popular, en el ejercicio de la función pública y en organizaciones 
con fines políticos, sindicales, educativos, culturales, deportivos, 
profesionales, asociaciones comunitarias, movimientos sociales y 
del poder popular.

20. Violencia ginecológica: forma de violencia expresada en actos 
discriminatorios, degradantes y vejatorios de la dignidad de 
las mujeres practicados y tolerados por el personal de la salud 
que atente contra su autonomía y sexualidad.

21. Violencia multicausal: Es todo acto de violencia contra la mujer 
ejecutado en razón de la concurrencia de su condición de mujer 
con sus rasgos fenotípicos, etnia, raza, color, linaje, condición de 
discapacidad, condición de salud, edad, orientación sexual, iden-
tidad de género, expresión de género o cualquier otro motivo dis-
criminatorio.

Artículo 12. Se modifica el artículo 19, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Carácter vinculante 
Artículo 23. Las políticas públicas de prevención, defensa y atención 
a las mujeres víctimas de violencia por razones de género, adopta-
das conforme a esta Ley, tienen carácter vinculante para todos los 
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órganos y entes de la administración pública nacional, estadal y mu-
nicipal, así como las comunas, dentro de sus respectivos ámbitos de 
competencia.

Artículo 13. Se modifican los numerales 1, 2, 4 y 5 y se agrega un 
numeral adicional al artículo 20, quedando la redacción en los tér-
minos siguientes:

Clasificación de los programas 
Artículo 24. Con el objeto de desarrollar políticas públicas y permi-
tir la ejecución de las medidas a que se refiere esta Ley, se establecen 
con carácter indicativo, los siguientes programas:
1. De prevención: para prevenir la ocurrencia de formas de violencia 

en contra de las mujeres por razones de género, sensibilizando, 
formando y capacitando en derechos humanos e igualdad de gé-
nero a la sociedad.

2. De sensibilización, adiestramiento, formación y capacitación: 
para satisfacer las necesidades de sensibilización y capacitación 
de las personas que se dediquen a la atención de las víctimas de 
violencia por razones de género, así como las necesidades de 
adiestramiento y formación de quienes trabajen con las perso-
nas agresoras. 

4. De abrigo: para atender a las mujeres víctimas de violencia por 
razones de género u otros integrantes de sus familias que lo nece-
siten, en caso de la existencia de peligro inminente o amenaza a 
su integridad física o la vida. 
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5. Comunicacionales: para la difusión, información y promoción de 
los derechos humanos de las mujeres, incluyendo el derecho a 
vivir libre de todas las formas de violencia por razones de género.

9. Productivos: para garantizar medidas que promuevan la prioriza-
ción de financiamiento, el empoderamiento y autonomía econó-
mica de las mujeres víctimas de violencia, así como su inserción 
laboral en los casos que corresponda.

Artículo 14. Se modifica el artículo 26, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Atribuciones del Ministerio del Poder Popular
con competencia en materia de relaciones interiores, justicia y paz
Artículo 30. El Ministerio del Poder Popular con competencia en ma-
teria de relaciones interiores, justicia y paz proveerá lo conducente para 
la ejecución de los planes y programas de capacitación continua, per-
manente y obligatoria de las servidoras públicas y servidores públicos 
directamente involucradas e involucrados en la aplicación de esta Ley, 
con especial atención en quienes tienen responsabilidad en la recepción 
de denuncias de violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes por 
razones de género. Dichos planes y programas deberán formularse y 
realizarse en coordinación con el Ministerio del Poder Popular con 
competencia en materia de mujer e igualdad de género y deben garanti-
zar el adecuado trato y asistencia a las mujeres víctimas de violencia por 
razones de género. Igualmente, contemplará en sus planes, programas 
especiales para la atención y orientación de las personas agresoras. 
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El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de re-
laciones interiores, justicia y paz coordinará con el Ministerio del 
Poder Popular con competencia en materia de mujer e igualdad de 
género en materia de políticas públicas de atención y defensa del 
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, a los fines de 
establecer de manera conjunta planes, programas y proyectos para 
la prevención, atención y abrigo de las mujeres, niñas y adolescen-
tes víctimas.

Artículo 15. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 26, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Atribuciones del Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia penitenciaria

Artículo 31. El Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia penitenciaria, en coordinación con el Ministerio del Poder 
Popular con competencia en materia de mujer e igualdad de género, 
establecerá programas dirigidos a garantizar a las mujeres privadas 
de libertad el ejercicio de los derechos previstos en esta Ley.

Artículo 16. Se modifica el artículo 28, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Programas de prevención en medios de difusión masiva 
Artículo 32. El Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia de comunicación y la Comisión Nacional de Telecomuni-
caciones, en coordinación con el Ministerio del Poder Popular con 
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competencia en materia de mujer e igualdad de género, de confor-
midad con la Ley de Responsabilidad Social en Radio, Televisión y 
Medios Electrónicos, supervisarán la efectiva inclusión de mensajes 
y programas destinados a prevenir y erradicar la violencia contra las 
mujeres por razones de género en las programaciones de los medios 
de difusión masiva. A tal efecto, podrán establecer a las emisoras 
radiales y televisivas un tiempo mínimo gratuito para la transmisión 
de mensajes contra la violencia basada en género y de promoción de 
valores de igualdad de género y no discriminación, dentro del tiem-
po previsto para el Estado por la ley especial que regula la materia.

Artículo 17. Se modifica el artículo 29, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Obligaciones de estados y municipios
Artículo 34. Los estados y municipios, conforme a esta Ley, deberán 
coordinar con el Ministerio del Poder Popular con competencia en 
materia de mujer e igualdad de género y con los institutos regionales 
y municipales, las políticas, planes y programas a ejecutar para el de-
sarrollo de las funciones de prevención, atención y erradicación de 
la violencia contra las mujeres por razones de género, en sus respec-
tivas jurisdicciones, priorizando la creación y mantenimiento de los 
centros comunales de atención a las mujeres para la garantía integral 
de sus derechos humanos.
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Artículo 18. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 32, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer 
Artículo 38. La Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer es 
la instancia de carácter técnico y especializado adscrita al Instituto 
Nacional de la Mujer, que tiene como función la defensa del derecho 
de las mujeres a una vida libre de violencia, a través de la orien-
tación, asistencia jurídica y representación de las mujeres víctimas 
de violencia por razones de género y sus familiares, en los procesos 
judiciales y extrajudiciales para asegurar la justiciabilidad y el pleno 
ejercicio de sus derechos. Son atribuciones de la Defensoría Nacio-
nal de los Derechos de la Mujer, las siguientes:
1. Brindar atención, orientación, acompañamiento y defensa 

oportuna, efectiva y eficaz de los derechos humanos de las mu-
jeres víctimas de violencia por razones de género, en instancias 
administrativas y jurisdiccionales.

2. Velar por el pleno ejercicio de los derechos de las mujeres víc-
timas de violencia por razones de género, cuando los mismos 
han sido vulnerados, asegurando un rápido acceso, de manera 
transparente y eficaz a la justicia bajo el principio de coopera-
ción entre los Poderes Públicos. 

3. Representar judicial y extrajudicialmente a las mujeres víctimas 
de violencia por razones de género en todos los entes jurisdiccio-
nales y administrativos, en todas las etapas y fases de los procesos.
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4. Las demás que le sean asignadas mediante las leyes, reglamen-
tos y resoluciones. 

Para ejercer la representación de las víctimas en el proceso, las defen-
soras de los derechos de las mujeres cumplirán los mismos requisitos 
que se exigen para las Defensoras Públicas y Defensores Públicos.

Artículo 19. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 33, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Defensoras Comunales de los Derechos de la Mujer 
Artículo 40. Las Defensoras Comunales de los Derechos de la Mujer 
son integrantes del Poder Popular que participan en la promoción 
de los derechos humanos de las mujeres, así como en el acompaña-
miento y defensa de las mujeres víctimas de violencia por razones de 
género. Son atribuciones de las Defensoras Comunales de los Dere-
chos de la Mujer:
1. Formar y sensibilizar en materia de derechos humanos de 

las mujeres. 
2. Brindar orientación y acompañamiento de forma oportuna, 

efectiva y eficaz a las mujeres víctimas de violencia por razones 
de género. 

3. Ejercer contraloría social para garantizar el derecho de las mu-
jeres a una vida libre de violencia. 

4. Mantener de manera constante y sistemática coordinación 
con la Defensoría Nacional de los Derechos de la Mujer.
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5. Las demás que le sean asignadas mediante las leyes, reglamen-
tos y resoluciones.

Artículo 20. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 34, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Corresponsabilidad del Poder Popular
Artículo 42. El Estado y el poder popular son corresponsables por 
la ejecución, seguimiento y control de las políticas de prevención, 
atención, orientación, acompañamiento y defensa del derecho de las 
mujeresa una vida libre de violencia, de conformidad con esta Ley, 
los reglamentos y resoluciones. 

El Ejecutivo Nacional dispondrá de los recursos necesarios para 
financiar planes, programas, proyectos y acciones de prevención y 
atención de la violencia contra las mujeres, promovidos por las co-
munas, consejos comunales, defensoras comunales de los derechos 
de las mujeres, las organizaciones de mujeres y otras organizaciones 
sociales de base.

Artículo 21. Se agrega un nuevo capítulo después del artículo 38 
quedando la redacción en los términos siguientes:
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CAPÍTULO VI
COMISIÓN NACIONAL PARA GARANTIZAR
EL DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA 

LIBRE DE VIOLENCIA

Artículo 22. Se agrega un nuevo artículo después del Capítulo V, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Comisión Nacional 
Artículo 47. Se crea la Comisión Nacional para Garantizar el Derecho 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, como órgano de carácter 
permanente e interinstitucional encargado de la coordinación, apoyo e 
impulso de las políticas públicas del Estado dirigidas a asegurar el res-
peto y vigencia del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. 

Artículo 23. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 39, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Principios de la Comisión Nacional
Artículo 48. La Comisión Nacional para Garantizar el Derecho de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia se regirá por los princi-
pios de corresponsabilidad, eficacia, eficiencia, integridad, concien-
cia moral, igualdad, equidad y respeto a las competencias atribuidas 
por la ley a los órganos y entes del Estado. 

Artículo 24. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 40, 
quedando la redacción en los términos siguientes:
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Integración de la Comisión Nacional 
Artículo 49. La Comisión Nacional para Garantizar el Derecho 
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia estará integrada por 
representantes de las instituciones y organizaciones que se indican 
a continuación:
1. La Vicepresidencia de la República, quien ejercerá la Coordina-

ción de la Comisión. 
2. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia 

de mujer e igualdad de género. 
3. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia 

de educación. 
4. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia 

de educación universitaria.
5. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 

relaciones interiores, justicia y paz. 
6. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia 

de salud. 
7. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 

servicios penitenciarios. 
8. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia 

de comunicación e información. 
9. El Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de 

comunas y movimientos sociales. 
10. El Tribunal Supremo de Justicia. 
11. El Ministerio Público 
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12. La Defensoría del Pueblo. 
13. La Defensa Pública.
14. Cinco representantes de las organizaciones sociales o acadé-

micas de promoción, estudio o defensa de los derechos de las 
mujeres, escogidas en el mismo seno de la Comisión, mediante 
postulación de las organizaciones de base y universidades, pre-
via revisión de sus credenciales y trayectoria nacional. 

La Coordinadora o Coordinador de la Comisión Nacional para Ga-
rantizar el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 
podrá convocar o invitar a otros órganos y entes del Poder Público o 
personas de destacada trayectoria, en calidad de asesores o consul-
tores en las materias en las que se especialicen.

Artículo 25. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 41, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Atribuciones de la Comisión Nacional
Artículo 50. La Comisión Nacional para Garantizar el Derecho de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia tendrá a su cargo la coor-
dinación de los órganos y entes del Estado para garantizar la pro-
tección integral de los derechos de las mujeres, correspondiéndole: 
1. Garantizar mecanismos de coordinación territorial, quedando 

obligados a la articulación común para garantizar el derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencia.
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2. Revisar y actualizar la ruta de la justicia para las mujeres vícti-
mas de violencia por razones de género.

3. Unificar protocolos para la atención de las mujeres víctimas de 
violencia por razones de género y crear el registro único de de-
nuncias, haciendo seguimiento a su implementación.

4. Desarrollar, incorporar y consolidar procesos de formación 
para órganos receptores de denuncia y demás órganos y entes 
competentes vinculados con la prevención, atención, sanción y 
erradicación de la violencia contra las mujeres, en especial diri-
gidos a los cuerpos de policía. 

5. Coordinar y articular entre los diferentes órganos y entes, pro-
gramas de prevención, difusión y educación dirigidos a trans-
formar los patrones socioculturales, exaltando los valores de 
igualdad y equidad de género, respeto a la dignidad, no violen-
cia de género y corresponsabilidad en la vida familiar.

6. Desarrollar e impulsar planes de atención y orientación para 
personas agresoras.

7. Establecer un sistema integrado de recolección de datos esta-
dísticos sobre la violencia contra las mujeres por razones de 
género, desglosados en función del tipo de violencia y la re-
lación entre los autores y las víctimas, y sobre el número de 
denuncias, enjuiciamientos, condenas y penas impuestas 
a los autores, así como sobre las medidas de protección y repa-
ración a las víctimas. 
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8. Desarrollar procesos de consulta y participación, así como estu-
dios e investigaciones que orienten el diseño y adopción de me-
didas dirigidas a la prevención, atención, sanción y erradicación 
de la violencia contra las mujeres. 

9. Dictar el reglamento interno de la Comisión que sea necesa-
rio para regular su organización y funcionamiento y asegurar el 
cumplimiento de sus funciones. 

10. Crear, modificar y suprimir Comisiones Especiales. 
11. Las demás establecidas en esta Ley y el resto del ordenamiento 

jurídico vigente.

Artículo 26. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 42, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Secretaría Ejecutiva
Artículo 51. La Comisión Nacional para Garantizar el Derecho de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia contará con una Secretaría 
Ejecutiva, que será ejercida por el Ministerio de Poder Popular con 
competencia en materia de mujer e igualdad de género. El Regla-
mento Interno de la Comisión definirá las atribuciones de la Secre-
taría Ejecutiva.

Artículo 27. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 42, 
quedando la redacción en los términos siguientes:
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Deber de colaboración
Artículo 52. Todos los órganos y entes del Estado, así como las or-
ganizaciones del Poder Popular, deben colaborar con la Comisión 
Nacional para Garantizar el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia en el cumplimiento de sus funciones, en aras del bien 
común y la oportuna y eficaz protección de las mujeres.

Artículo 28. Se agrega un numeral adicional al artículo 33, quedan-
do la redacción en los términos siguientes:

Atención a las mujeres víctimas de violencia 
Artículo 39. Los órganos receptores de denuncias deberán otorgar a 
las mujeres víctimas de los hechos de violencia previstos en esta Ley, 
un trato digno de respeto y apoyo acorde con su condición de afecta-
da, procurando facilitar al máximo su participación en los trámites 
en que deba intervenir. En consecuencia, deberán: 

5. Las demás establecidas en el reglamento, resoluciones y protoco-
los que se derivan de esta Ley. 

En cada entidad federal se creará una unidad de atención a las mu-
jeres víctimas de violencia por razones de género, la cual funcionará 
como unidad especializada, interinstitucional y multidisciplinaria 
para la recepción de denuncias de los delitos previstos en esta Ley, 
sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a cada órgano 
receptor de denuncias. Estas unidades contarán con la participación 
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de los órganos y entes competentes en materia de prevención, aten-
ción, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres. La 
unidad de atención a las mujeres víctimas de violencia por razones 
de género podrá crearse en el ámbito municipal y comunal en los 
casos que sea necesario. 

Artículo 29. Se agrega un nuevo artículo después del artículo 46, 
quedando la redacción en los términos siguientes:

Derechos laborales
Artículo 60. Las trabajadoras o servidoras públicas víctimas de vio-
lencia por razones de género tendrán derecho, en los términos pre-
vistos en las leyes respectivas, a la reducción o a la reordenación de su 
tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica, al cambio de centro de 
trabajo, a la suspensión de la relación laboral con reserva de puesto de 
trabajo y a la excedencia en los términos que se determinen. Las au-
sencias totales o parciales al trabajo, motivadas por la condición física 
o psicológica derivada de la violencia por razones de género sufrida 
por las trabajadoras o servidoras públicas, se considerarán justificadas 
cuando así lo determinen los centros de atención de salud públicos o 
privados, en los términos previstos en la legislación respectiva.

Artículo 30. Se modifica el artículo 35, quedando la redacción en 
los términos siguientes:
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Certificado de salud física y mental 
Artículo 43. Las víctimas, antes o después de formular la denuncia, 
podrán acudir a una institución pública o privada de salud para que 
la médica o el médico, sin necesidad de juramentación como exper-
ta o experto, efectúen el diagnóstico y dejen constancia, a través de 
un informe, sobre la condición de salud física y mental, las carac-
terísticas de la lesión, el tiempo de curación y la inhabilitación que 
ella cause. En el procedimiento especial de violencia y a los fines de 
evitar la desaparición de las evidencias físicas, este informe médico 
tendrá el mismo valor probatorio que el examen forense. A tal fin, el 
Ministerio Público y los tribunales considerarán a todos los efectos 
legales, los informes médicos de salud física y mental dictados en los 
términos de este artículo para la adopción de la decisión que corres-
ponda a cada órgano. La omisión de esta obligación por la médica o 
el médico o la institución de salud en el diagnóstico, emisión y en-
trega oportuna del informe será castigado con el delito de violencia 
institucional establecido en la presente Ley.

Los establecimientos de salud públicos y privados deberán resguar-
dar la adecuada obtención, conservación y documentación de las 
evidencias de los hechos de violencia.

Artículo 31. Se modifica el artículo 38, quedando la redacción en 
los términos siguientes:
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Solicitud de copias simples y certificadas
Artículo 46. Las mujeres víctimas de violencia por razones de gé-
nero o sus causahabientes podrán solicitar directamente ante cual-
quier instancia, sin la presencia de una o un profesional de derecho, 
copias simples o certificadas de todas las actuaciones en los proce-
dimientos administrativos y jurisdiccionales. La solicitud de copias 
simples o certificadas deberá tramitarse y otorgarse de forma ex-
pedita, salvo el supuesto de reserva de las actuaciones. Así mismo, 
cada institución debe procurar mecanismos para hacer efectivo el 
acceso a la justicia de las mujeres víctimas o sus causahabientes en 
este tipo de trámites.

Artículo 32. Se modifica el artículo 42, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Violencia física 
Artículo 55. Quien mediante el empleo de la fuerza física cause 
un daño o sufrimiento físico a una mujer, hematomas, cachetadas, 
empujones o lesiones de carácter leve, levísimo o menos grave, será 
sancionado con prisión de uno a dos años.

Si por la comisión del delito, la víctima sufriere lesiones graves, se-
gún lo dispuesto en el Código Penal, será sancionado con prisión de 
cuatro a seis años.
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Si por la comisión del delito, la víctima sufriere lesiones gravísimas, 
según lo dispuesto en el Código Penal, será sancionado con pena de 
cinco a diez años de prisión.

Si la persona que comete el delito previsto en el presente artículo es 
la persona con quien la víctima mantiene o mantuvo matrimonio, 
unión estable de hecho o relación de afectividad, aun sin convivencia, 
ascendientes, descendientes, parientes colaterales, consanguíneos y 
afines de la víctima, la pena se incrementará de un tercio a la mitad.

La competencia para conocer el delito de lesiones conforme lo pre-
visto en este artículo corresponderá a los Tribunales con competen-
cia en Materia de Delitos de Violencia contra la Mujer, según el pro-
cedimiento especial previsto en esta Ley.

Artículo 33. Se modifica el artículo 43, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Violencia Sexual 
Artículo 56. Quien mediante el empleo de violencias o amenazas 
constriña a una mujer a acceder a un acto sexual no deseado que 
comprenda penetración por vía vaginal, anal u oral, aun mediante la 
introducción de objetos de cualquier clase por alguna de estas vías, 
será sancionado con prisión de doce a dieciocho años.
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Si la persona que comete el delito es la persona con quien la víctima 
mantiene o mantuvo matrimonio, unión estable de hecho o relación 
de afectividad, aun sin convivencia, ascendientes, descendientes, pa-
rientes colaterales, consanguíneos y afines de la víctima, la pena se 
incrementará de un cuarto a un tercio.

Si el hecho se ejecuta en perjuicio de una niña o adolescente, la pena 
será de veinte a veinticinco años de prisión.

Si la víctima resultare ser una niña o adolescente, hija de la mujer 
con quien el autor mantiene o mantuvo matrimonio, unión estable 
de hecho o relación de afectividad, aun sin convivencia, la pena se 
incrementará de un cuarto a un tercio.

Si el hecho se ejecuta de forma colectiva todas las personas que participa-
ron sean hombres o mujeres se incrementará la pena al límite máximo.

Incurre en el delito previsto en este artículo quien ejecute el hecho 
punible prevaliéndose de amenazas relacionadas con la difusión de 
material audiovisual, imágenes, mensajes a través de las tecnologías 
de información y comunicación que puedan afectar la dignidad, ho-
nor y reputación de la víctima.

Artículo 34. Se modifica el artículo 44, quedando la redacción en 
los términos siguientes:



37

Acto sexual con víctima especialmente vulnerable 
Artículo 57. Incurre en el delito previsto en el artículo anterior y será 
sancionado con prisión de veinte a veinticinco años, quien ejecute el 
acto sexual, aun sin violencias o amenazas, en los siguientes supuestos:

1. En perjuicio de mujer vulnerable, en razón de su edad o en todo 
caso con edad inferior a trece años.

2. Cuando el autor se haya prevalido de su relación de superio-
ridad o parentesco con la víctima, cuya edad sea inferior a los 
dieciséis años.

3. En el caso que la víctima se encuentre detenida o condenada y 
haya sido confiada a la custodia de la agresora o agresor.

4. Cuando se tratare de una víctima con discapacidad física o in-
telectual o haya sido privada de la capacidad de discernir por el 
suministro de fármacos o sustancias psicotrópicas.

Artículo 35. Se modifica el artículo 45, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Abuso sexual sin penetración 
Artículo 58. Quien mediante el empleo de violencias o amenazas y 
sin la intención de cometer el delito a que se refiere el artículo 53, 
constriña a una mujer a acceder a un contacto sexual no deseado, 
afectando su derecho a decidir libremente su sexualidad, será san-
cionado con prisión de ocho a doce años.



38

Si el hecho se ejecuta en perjuicio de una niña o adolescente, la pena 
será de doce a dieciséis años de prisión.

En la misma pena incurrirá quien ejecute el delito previsto en este 
artículo en perjuicio de una niña o adolescente, aun sin violencias 
ni amenazas, prevaliéndose de su relación de autoridad o paren-
tesco o en todo caso cuando la víctima tenga una edad inferior a 
trece años.

Artículo 36. Se modifica el artículo 46, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Prostitución forzada 
Artículo 59. Quien mediante el uso de la fuerza física, la amenaza de 
violencia, la coacción psicológica o el abuso de poder, obligue a una 
mujer a realizar uno o más actos de naturaleza sexual con el objeto 
de obtener a cambio ventajas de carácter pecuniario o de otra índole, 
en beneficio propio o de un tercero, será sancionado con prisión de 
veinte a veinticinco años.

Artículo 37. Se modifica el artículo 47, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Esclavitud sexual 
Artículo 61. Quien prive ilegítimamente de su libertad a una mu-
jer con fines de explotarla sexualmente mediante la compra, venta, 
préstamo, trueque u otra negociación análoga, obligándola a realizar 
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uno o más actos de naturaleza sexual, será sancionado con prisión 
de veinte a veinticinco años.

Artículo 38. Se modifica el artículo 48, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Acoso sexual
Artículo 62. Quien solicitare a una mujer un acto o comporta-
miento de contenido sexual para sí o para un tercero, procurare de 
manera verbal o física un acercamiento sexual no deseado o realice 
insinuaciones u observaciones de tipo sexual, incluyendo la exhibi-
ción de pornografía, prevaliéndose de una situación de superioridad 
laboral o docente o con ocasión de relaciones derivadas del ejercicio 
profesional, con la amenaza de causarle un daño relacionado con las 
legítimas expectativas que pueda tener en el ámbito de dicha rela-
ción, será sancionado con prisión de tres a siete años.

Con la misma pena será sancionado quien cometa la conducta des-
crita en este artículo cuando la mujer tenga suficientes motivos para 
creer que su negativa le podría causar problemas en relación con su 
trabajo, incluso con la contratación o el ascenso o cuando genera un 
medio de trabajo hostil.

Artículo 39. Se modifica el artículo 49, quedando la redacción en los 
términos siguientes:
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Violencia laboral 
Artículo 63. La persona que mediante el establecimiento de re-
quisitos referidos a sexo, edad, apariencia física, estado civil, con-
dición de madre o no, sometimiento a exámenes de laboratorio o 
de otra índole para descartar estado de embarazo, obstaculice o 
condicione el acceso, ascenso o la estabilidad en el empleo de las 
mujeres, será sancionado con entre cien (100) y mil (1.000) veces 
el tipo de cambio oficial de la moneda de mayor valor, publicado 
por el Banco Central de Venezuela, según la gravedad del hecho, 
sin perjuicio de las acciones civiles y administrativas a que hu-
biere lugar.

Si se trata de una política de empleo de una institución pública o em-
presa del Estado, la sanción se impondrá a su máxima autoridad. 
En el supuesto de empresas privadas, franquicias o empresas trans-
nacionales, la sanción se impondrá a quien ejerza la máxima repre-
sentación en el país.

La misma sanción se aplicará cuando mediante prácticas adminis-
trativas, engañosas o fraudulentas se afecte el derecho al salario legal 
y justo de la trabajadora o el derecho a igual salario por igual trabajo.

Artículo 40. Se modifica el artículo 50, quedando la redacción en los 
términos siguientes:



41

Violencia patrimonial y económica 
Artículo 64. El cónyuge separado legalmente o la persona en unión 
estable en situación de separación de hecho debidamente compro-
bada, que sustraiga, deteriore, destruya, distraiga, retenga, ordene 
el bloqueo de cuentas bancarias o realice actos capaces de afectar la 
comunidad de bienes o el patrimonio propio de la mujer, será san-
cionado con prisión de uno a tres años.

La misma pena se aplicará en el supuesto de que no exista separa-
ción de derecho, pero el autor haya sido sometido a la medida de 
protección de salida del hogar por un órgano receptor de denuncia 
o a una medida cautelar similar por el tribunal de control, audiencia 
y medidas competentes.

En el caso de que los actos a que se refiere el presente artículo estén 
dirigidos intencionalmente a privar a la mujer de los medios econó-
micos indispensables para su subsistencia o impedirle satisfacer sus 
necesidades y las del núcleo familiar, la pena se incrementará de un 
tercio a la mitad.

Si la persona que comete el delito a que se refiere el presente artículo, 
sin ser cónyuge ni persona en unión estable de hecho, mantiene o 
mantuvo relación de afectividad con la mujer víctima, aun sin con-
vivencia, la pena será de seis a doce meses de prisión.
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En los supuestos a que se refiere el presente artículo podrán ce-
lebrarse acuerdos reparatorios según lo dispuesto en el Código 
Orgánico Procesal Penal.

Artículo 41. Se agrega un artículo después del artículo 50, quedan-
do la redacción en los términos siguientes:

Violencia política 
Artículo 65. Quien mediante la coacción, amenaza o cualquier otra 
forma de violencia, limite, menoscabe o imposibilite el libre ejer-
cicio de la participación política de las mujeres en condiciones de 
igualdad y equidad en cargos de elección popular, en el ejercicio de 
la función pública y en organizaciones con fines políticos, sindica-
les, educativos, culturales, deportivos, profesionales, asociaciones 
comunitarias, movimientos sociales y del poder popular será san-
cionado con pena de prisión de tres a ocho años.

Artículo 42. Se modifica el artículo 51, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Violencia obstétrica 
Artículo 66. Se considerarán actos constitutivos de violencia obsté-
trica los ejecutados por el personal de salud, consistentes en:
1. No atender oportuna y eficazmente las emergencias obstétricas.
2. Obligar a la mujer a parir en posición supina y con las piernas le-

vantadas, sin que exista ninguna indicación médica para ello, exis-
tiendo los medios necesarios para la realización del parto vertical.
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3. Obstaculizar el apego inmediato de la niña o niño con su ma-
dre, sin causa médica justificada, negándole la posibilidad de 
cargarla o cargarlo y amamantarla o amamantarlo inmediata-
mente al nacer.

4. Alterar el proceso natural del parto de bajo riesgo, mediante el 
uso de técnicas de aceleración, sin obtener el consentimiento 
voluntario, expreso e informado de la mujer.

5. Practicar el parto por vía de cesárea, existiendo condiciones 
para el parto natural, sin obtener el consentimiento voluntario, 
expreso e informado de la mujer.

6. Vulnerar los derechos reconocidos en el Decreto Constitu-
yente para la Promoción y Protección del Parto y Nacimiento 
Humanizado.

En tales supuestos, el tribunal impondrá a la persona responsable 
una multa entre doscientas cincuenta (250) y quinientas (500) veces 
el tipo de cambio oficial de la moneda de mayor valor, publicado por 
el Banco Central de Venezuela, debiendo remitir copia certificada 
de la sentencia condenatoria definitivamente firme al respectivo co-
legio profesional o institución gremial, a los fines del procedimiento 
disciplinario que corresponda.

Artículo 43. Se modifica el artículo 52, quedando la redacción en los 
términos siguientes:
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Esterilización forzada 
Artículo 67. Quien intencionalmente prive a una mujer de su capa-
cidad reproductiva, sin brindarle la debida información, ni obtener 
su consentimiento expreso, voluntario e informado, no existiendo 
razón médica o quirúrgica debidamente comprobada que lo justi-
fique, será sancionada o sancionado con prisión de diez a quince 
años y suspensión del ejercicio profesional por un tiempo de diez a 
quince años.  

Artículo 44. Se agrega un artículo después del artículo 52, quedan-
do la redacción en los términos siguientes:

Violencia Informática 
Artículo 68. Quien utilice las tecnologías de la información como 
medio para la comisión de los delitos de violencia psicológica, acoso, 
hostigamiento, acoso sexual, violencia mediática, simbólica, política 
o multicausal, será sancionado con un aumento de un tercio de la 
pena correspondiente al delito.

Artículo 45. Se modifica el artículo 53, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Ofensa pública por razones de género 
Artículo 69. La o el profesional de la comunicación o quien sin serlo 
ejerza cualquier oficio relacionado con esa disciplina, y en el ejerci-
cio de ese oficio u ocupación, ofenda, injurie o denigre a una mujer 
por razones de género a través de un medio de comunicación, 
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deberá indemnizar a la mujer víctima de violencia con el pago de 
una suma no menor a doscientas (200) ni mayor de quinientas (500) 
veces el tipo de cambio oficial de la moneda de mayor valor, publica-
do por el Banco Central de Venezuela y hacer públicas sus disculpas 
por el mismo medio utilizado para hacer la ofensa y con la misma 
extensión de tiempo y espacio.

Artículo 46. Se modifica el artículo 54, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Violencia institucional 
Artículo 70. Quien en el ejercicio de la función pública, indepen-
dientemente de su rango, retarde, obstaculice, deniegue la debida 
atención o impida que la mujer acceda al derecho a la oportuna res-
puesta en la institución a la cual acude, a los fines de gestionar al-
gún trámite relacionado con los derechos que garantiza la presente 
Ley, será sancionada o sancionado con multa entre cincuenta (50) y 
ciento cincuenta (150) veces el tipo de cambio oficial de la moneda 
de mayor valor, publicado por el Banco Central de Venezuela, sin 
perjuicio de las acciones civiles y administrativas a que hubiere lugar.

El tribunal competente remitirá copia certificada de la sentencia 
condenatoria definitivamente firme al órgano de adscripción de 
la persona culpable, a los fines del procedimiento disciplinario 
que corresponda.
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Artículo 47. Se modifica el artículo 55, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Tráfico de mujeres, niñas y adolescentes 
Artículo 71. Quien promueva, induzca, constriña, favorezca, faci-
lite, ejecute, financie o colabore de cualquier forma, en el despla-
zamiento, traslado o transporte por vía terrestre, marítima o aérea, 
de mujeres, niñas y adolescentes, para procurar la entrada o salida 
ilegal del país, sea como destino u origen o como tránsito a otro 
país, sin el cumplimiento de los requisitos legales, con el propósito 
de obtener, directa o indirectamente, un beneficio financiero u otro 
beneficio de orden material para sí o un tercero, será sancionada o 
sancionado con prisión de diez a quince años.

Artículo 48. Se modifica el artículo 56, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Trata de mujeres, niñas y adolescentes 
Artículo 72. Quien promueva, induzca, favorezca, facilite, ejecute, 
financie o solicite la captación, transporte, traslado, acogida o recep-
ción de mujeres, niñas y adolescentes, recurriendo a la amenaza o al 
uso de la fuerza o de otras formas de coacción, al rapto, al fraude, al 
engaño, al abuso de poder o de una situación de vulnerabilidad o la 
concesión o recepción de pagos o beneficios para obtener el consen-
timiento de una persona que tenga autoridad sobre mujeres, niñas o 
adolescentes, con fines de explotación sexual, prostitución, trabajos 
o servicios forzados, esclavitud o prácticas análogas a la esclavitud, 
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servidumbre, adopción irregular o extracción de órganos será san-
cionado o sancionada con prisión de veinte a veinticinco años.

Si la víctima es una niña o adolescente la pena será de veinticinco a 
treinta años.

Artículo 49. Se modifica el artículo 57, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Femicidio
Artículo 73. Quien intencionalmente cause la muerte de una mujer 
motivado por odio o desprecio a la condición de mujer, incurre en 
el delito de femicidio y será sancionado con pena de veinte a veinti-
cinco años de prisión.

Se considera odio o desprecio a la condición de mujer cuando ocu-
rra alguna de las siguientes circunstancias:
1. En el contexto de relaciones de dominación y subordinación 

basadas en el género.
2. La víctima presente signos de violencia sexual.
3. La víctima haya sido sometida a tratos crueles e inhumanos o 

presente lesiones o mutilaciones degradantes o infamantes pre-
vias o posteriores a su muerte.

4. El cadáver de la víctima haya sido expuesto o exhibido en 
lugar público.
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5. La persona que comete el delito se haya aprovechado de las con-
diciones de riesgo o vulnerabilidad física o psicológica en que se 
encontraba la mujer.

6. Se demuestre que hubo algún antecedente de violencia contra la 
mujer en cualquiera de las formas establecidas en esta Ley, de-
nunciada o no por la víctima. Por ser considerado un delito grave 
contra los derechos humanos, quien fuere sancionado por el de-
lito de femicidio no tendrá derecho a beneficios procesales ni la 
aplicación de fórmulas alternativas de cumplimiento de la pena.

Artículo 50.Se modifica el artículo 58, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Femicidios agravados 
Artículo 74. Serán sancionados con pena de veintiocho a treinta 
años de prisión, los casos agravados de femicidio que se enumeran 
a continuación:
1. Cuando medie o haya mediado entre la persona agresora y la 

víctima una relación conyugal, unión estable de hecho o una 
relación de afectividad, con o sin convivencia o un vínculo de 
consanguinidad o afinidad.

2. Cuando medie o haya mediado entre la persona agresora y la 
víctima una relación laboral, académica, profesional, que impli-
que confianza, subordinación o superioridad.

3. Cuando el acto se haya cometido en menosprecio del cuerpo de 
la víctima o para la satisfacción de instintos sexuales.
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4. Cuando el acto se haya cometido durante la ejecución del delito 
de trata de mujeres, niñas y adolescentes o por redes de delin-
cuencia organizada.

Artículo 51.Se modifica el artículo 59, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Inducción al suicidio
Artículo 75. Quien hubiere inducido a una mujer a que se suicide 
será sancionado, si el suicidio se consuma, con pena de diez a quince 
años de prisión. En caso que el suicidio no se hubiere consumado, 
será castigado con la pena prevista para la violencia física según el 
grado de las lesiones, establecidas en esta Ley.

En ambos supuestos, es necesario acreditar que el delito fue motiva-
do por odio o desprecio a la condición de mujer.

Artículo 52. Se modifica el artículo 60, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Obligación de aviso 
Artículo 76. El personal de salud que atienda a las mujeres víctimas 
de los hechos de violencia previstos en esta Ley, deberá dar aviso a 
cualquiera de los organismos indicados en el artículo 86 de la mis-
ma, en el término de las veinticuatro horas siguientes por cualquier 
medio legalmente reconocido. Este plazo se extenderá a cuarenta y 
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ocho horas, en el caso que no se pueda acceder a alguno de estos 
órganos por dificultades de comunicación.

El incumplimiento de esta obligación se sancionará con multa de cin-
cuenta (50) a cien (100), veces el tipo de cambio oficial de la moneda 
de mayor valor, publicado por el Banco Central de Venezuela, por el 
tribunal a quien corresponda el conocimiento de la causa, sin perjui-
cio de las acciones civiles y administrativas a que hubiere lugar.

Artículo 53.Se modifica el artículo 61, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Incumplimiento de la obligación de tramitar 
debidamente la denuncia 

Artículo 77. Será sancionada o sancionado con pena de uno a 
dos años de prisión la servidora pública o servidor público de los 
órganos receptores de denuncia a que se refiere el artículo 86 de 
esta Ley, que no recibiere la denuncia o no iniciare el trámite co-
rrespondiente dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a su 
recepción. Se aplicará igualmente la destitución de la servidora pú-
blica o servidor público.

Artículo 54.Se modifica el artículo 62, quedando la redacción en los 
términos siguientes:
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Obligación de implementar correctivos
Artículo 78. Toda autoridad jerárquica en centros de empleo, edu-
cación o de cualquier otra índole, que en conocimiento de hechos 
de acoso sexual por parte de las personas que estén bajo su respon-
sabilidad, no ejecute acciones adecuadas para corregir la situación y 
prevenir su repetición, será sancionada con multa de mil quinientas 
(1.500) a cinco mil (5.000) veces el tipo de cambio oficial de la mo-
neda de mayor valor, publicado por el Banco Central de Venezuela.

El órgano jurisdiccional especializado competente estimará a los 
efectos de la imposición de la multa, la gravedad de los hechos y la 
diligencia que se ponga en la corrección de los mismos.

Artículo 55.Se modifica el artículo 66, quedando la redacción en los 
términos siguientes:

Indemnización por acoso sexual 
Artículo 82. Quien resultare responsable del delito de acoso sexual 
deberá indemnizar a la mujer víctima, en los términos siguientes: 
1. Una suma no menor de quinientas (500) ni mayor de dos mil 

quinientas (2.500) veces el tipo de cambio oficial de la moneda 
de mayor valor, publicado por el Banco Central de Venezuela. 

2. Una suma igual al doble del monto de los daños que el acto haya 
causado a la persona acosada en su acceso al empleo o posición 
que aspire, ascenso o desempeño de sus actividades. 

3. Una suma por el daño moral causado por el hecho ilícito. 
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Cuando la indemnización no pudiere ser satisfecha por la persona 
condenada, motivado por estado de insolvencia debidamente acre-
ditado, el tribunal de ejecución competente podrá hacer la conver-
sión en trabajo comunitario a razón de un día de trabajo por cada 
unidad del tipo de cambio oficial de la moneda de mayor valor, pu-
blicado por el Banco Central de Venezuela.

Artículo 56. Se modifica el numeral 9 y se agregan dos numerales 
mas al artículo 68, quedando la redacción en los términos siguientes:

Circunstancias agravantes 
Artículo 84. Serán circunstancias agravantes de los delitos previstos 
en esta Ley, las que se detallan a continuación: 
9.    Transmitir dolosamente a la mujer víctima de violencia por ra-

zones de género, infecciones o enfermedades que pongan en 
riesgo su salud.

11. Ejecutarlo por motivo de la pertenencia, real o presunta, de la 
víctima a determinado grupo étnico, rasgos fenotípicos, orien-
tación sexual, identidad de género, expresión de género o por 
cualquier otro motivo discriminatorio.

12. Haber cometido las formas y delitos de violencia en presencia 
de hijos e hijas, familiares consanguíneos, afines y allegados.

Artículo 57.Se modifica el artículo 69, quedando la redacción en los 
términos siguientes:
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Penas accesorias
Artículo 85. En la sentencia condenatoria se establecerán expre-
samente las penas accesorias que sean aplicables en cada caso, de 
acuerdo con la naturaleza de los hechos objeto de condena. Son pe-
nas accesorias: 
1. La inhabilitación política durante el tiempo de la condena. 
2. La sujeción a la vigilancia de la autoridad por una quinta parte 

del tiempo de la condena desde que ésta termine. 
3. La privación definitiva de la tenencia y porte de armas, sin 

perjuicio que su profesión, cargo u oficio sea policial, militar 
o de seguridad.

4. La suspensión o separación temporal del cargo o ejercicio de la 
profesión, cuando el delito se hubiese cometido en ejercicio de 
sus funciones o con ocasión de éstas, debiendo remitirse copia 
certificada de la sentencia al expediente administrativo laboral 
y al colegio gremial correspondiente, si fuera el caso. 

5. La extinción de la patria potestad, en los casos de femicidio, 
violencia sexual, violencia sexual con víctima especialmente 
vulnerable y abuso sexual sin penetración. 

6. La extinción de la sociedad de bienes gananciales y la priva-
ción de la cuota parte que le correspondería como herencia en 
los casos de femicidio, otorgando estos derechos de la persona 
condenada a las hijas e hijos o ascendientes de la víctima, si 
los hubiere.
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Artículo 58. Se modifica el artículo 74, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Órganos receptores de denuncia 
Artículo 90. La denuncia de los delitos de violencia contra las muje-
res podrá ser formulada en forma oral, escrita o en lengua de señas 
venezolana, a través de cualquier medio, con o sin la asistencia de una 
abogada o abogado, ante cualquiera de los siguientes organismos: 
1. Ministerio Público. 
2. Juzgados de Paz Comunal. 
3. Prefecturas y jefaturas civiles. 
4. Cuerpo de Investigaciones Científicas, Penales y Criminalísticas. 
5. Órganos de policía nacional, estadal y municipal. 
6. Unidades de comando fronterizas de la Fuerza Armada Nacio-

nal Bolivariana. 
7. Tribunales de municipios en localidades donde no existan los 

órganos anteriormente nombrados. 
8. Cualquier otro que se le atribuya esta competencia. 

Cada uno de los órganos anteriormente señalados deberá crear ofi-
cinas con personal especializado para la recepción de denuncias de 
los hechos de violencia a que se refiere esta Ley. 

Los pueblos y comunidades indígenas constituirán órganos re-
ceptores de denuncia, integrados por las autoridades legítimas de 
acuerdo con sus costumbres y tradiciones, sin perjuicio de que la 
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mujer agredida pueda acudir a los otros órganos indicados en el 
presente artículo.

Artículo 51. Se modifica el artículo 75, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Obligaciones del órgano receptor de la denuncia 
Artículo 91. El órgano receptor de denuncia deberá:
1. Recibir la denuncia, la cual podrá ser presentada en forma oral, 

escrita o en lengua de señas venezolana, por cualquier medio. 
2. Ordenar las diligencias necesarias y urgentes, entre otras, la 

práctica de los exámenes médicos correspondientes a la 
mujer agredida en los centros de salud públicos o privados de 
la localidad.

3. Impartir orientación oportuna a la mujer en situación de vio-
lencia por razones de género de manera verbal o escrita.

4. Ordenar la comparecencia obligatoria de la persona presunta-
mente agresora, a los fines de la declaración correspondiente y 
demás diligencias necesarias que permitan el esclarecimiento 
de los hechos denunciados. 

5. Imponer las medidas de protección y de seguridad adaptadas a 
cada caso que prevengan nuevos actos de violencia, sin ningún 
tipo de limitaciones, de manera que garanticen la vida y demás 
derechos humanos de las mujeres.

6. Formar el respectivo expediente.



56

7. Elaborar un informe de aquellas circunstancias que sirvan al 
esclarecimiento de los hechos, el cual deberá acompañar la de-
nuncia, anexando cualquier otro dato o documento que sea ne-
cesario a juicio del órgano receptor de la denuncia.

8. Remitir el expediente debidamente foliado al Ministerio Públi-
co, con las actuaciones que considere pertinente para la inves-
tigación penal.

La Comisión Nacional para la Garantía del Derecho de las Muje-
res a una Vida Libre de Violencia elaborará un protocolo único de 
atención para las mujeres víctimas de violencia en cualquiera de sus 
manifestaciones, que deberá ser implementado por los órganos 
receptores de denuncia. Todos los órganos receptores de denuncia 
deben contar con funcionarias y funcionarios con formación en ma-
teria de derechos humanos de las mujeres víctimas de violencia por 
razones de género. En ningún caso se podrá emplear a las víctimas y 
sus familiares para realizar notificaciones y citaciones que sean ne-
cesarias para cumplir lo dispuesto en este artículo.

Artículo 60. Se modifica el artículo 83, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Libertad de prueba
Artículo 101. Salvo prohibición de la ley, llas partes pueden promo-
ver todas las pruebas conducentes al mejor esclarecimiento de los 
hechos, las cuales serán valoradas según la sana crítica, observando 
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las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas 
de experiencia. La prueba de careo sólo podrá realizarse a petición 
de la víctima.

Artículo 60. Se modifica el artículo 90, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Medidas de protección y seguridad
Artículo 108. Las medidas de protección y de seguridad son de 
naturaleza preventiva para proteger a la mujer víctima de violencia 
en su integridad física, psicológica, sexual y patrimonial, y de toda 
acción que viole o amenace los derechos contemplados en esta Ley, 
evitando nuevos actos de violencia, y serán de aplicación inmediata 
por los órganos receptores de denuncias al momento de la denuncia. 
Son medidas de protección y seguridad las siguientes:
1. Referir a las mujeres agredidas que así lo requieran, a los centros es-

pecializados para que reciban la respectiva orientación y atención.
2. Tramitar el ingreso de las mujeres víctimas de violencia, así 

como de sus  hijas e hijos que requieran protección a las casas 
de abrigo establecidas en esta Ley, en los casos en que la perma-
nencia en su domicilio o residencia, implique amenaza inmi-
nente o violación de derechos previstos en esta Ley. La estadía 
en las casas de abrigo tendrá carácter temporal.

3. Ordenar la salida del presunto agresor de la residencia común, 
independientemente de su titularidad, si la convivencia implica 
un riesgo para la seguridad integral: física, psíquica, patrimo-
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nial o la libertad sexual de la mujer, impidiéndole que retire 
los enseres de uso de la familia, autorizándolo a llevar sólo sus 
efectos personales, instrumentos y herramientas de trabajo. En 
caso de que el denunciado se negase a cumplir con la medida, 
el órgano receptor con el auxilio de la fuerza pública, seguridad 
u orden público, la ejecutará de inmediato aprehendiendo bajo 
flagrancia al presunto agresor, al negarse a cumplir una orden 
emanada de un órgano receptor de denuncia.

4. Reintegrar al domicilio a las mujeres víctimas de violencia, dis-
poniendo la salida simultánea del presunto agresor, cuando 
se trate de una vivienda común, procediendo conforme a lo es-
tablecido en el numeral anterior.

5. Prohibir o restringir al presunto agresor por sí mismo o por ter-
ceras personas, el acercamiento a la mujer agredida; en conse-
cuencia, imponer al presunto agresor la prohibición de acercarse 
al lugar de trabajo, de estudio y residencia de la mujer agredida.

6. Prohibir que el presunto agresor, por sí mismo o por terceras 
personas, realice actos de persecución, intimidación o acoso a 
la mujer agredida o algún integrante de su familia.

7. Solicitar al órgano jurisdiccional jurisdiccional competente la 
medida de arresto transitorio, debiéndose de acordar de inme-
diato, en caso de que no se pueda aprehender bajo la modali-
dad de flagrancia, la violación de algunas de las medidas aquí 
acordadas, así como, de continuar el presunto agresor o terceras 
personas violentando las medidas de protección y seguridad, 
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deberá el órgano receptor de denuncia, la mujer víctima, la per-
sona que denuncia o sus causahabientes solicitar la privación 
de libertad ante el órgano jurisdiccional competente, mientras 
dure el proceso penal, sin que se le otorgue ninguna medida 
alternativa a la privación de libertad.

8. Ordenar el apostamiento o recorrido policial en el sitio de re-
sidencia de la mujer víctima, quien denuncia o sus familiares 
o causahabientes, por el tiempo que se considere conveniente, 
debiendo levantar un acta que debe ser firmada por la mujer 
víctima de violencia y/o sus familiares como constancia de que 
se está cumpliendo.

9. Retener las armas blancas o de fuego y el permiso de porte, in-
dependientemente de la profesión u oficio del presunto agre-
sor, procediendo a la remisión inmediata al órgano compe-
tente para la práctica de las experticias que correspondan. En 
caso de violencia psicológica, acoso u hostigamiento o ame-
nazas u otra forma de violencia, deberá aplicarse de inmediato 
esta medida.

10. Solicitar al órgano con competencia en la materia de otorga-
miento de porte de armas, la suspensión del permiso de porte 
cuando exista una amenaza para la integridad de la víctima. En 
caso de violencia psicológica, acoso u hostigamiento o amena-
zas u otra forma de violencia, deberá aplicarse de inmediato 
esta medida.
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11. Imponer al presunto agresor la obligación de proporcionar a la 
mujer víctima de violencia el sustento necesario para garantizar 
su subsistencia, cuando ésta no disponga de medios económicos 
para ello y exista una relación de dependencia con el presunto 
agresor. Esta obligación no debe confundirse con la obligación 
alimentaria que corresponde a los niños, niñas y adolescentes, 
cuyo conocimiento compete al Tribunal de Protección de Ni-
ños, Niñas y Adolescentes. 

12. Tomar las medidas de protección y seguridad urgentes y necesa-
rias para las y los sobrevivientes o causahabientes de una víctima 
de femicidio.

Artículo 62. Se modifica el artículo 93, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Trámite en caso de necesidad y urgencia 
Artículo 101. El órgano receptor, la mujer víctima de violencia o sus 
familiares en caso de femicidio, podrá solicitar directamente al Tri-
bunal con Competencia en Materia de Delitos de Violencia contra 
la Mujer en funciones de control, audiencia y medidas, en casos de 
necesidad y urgencia, la respectiva orden de detención transitoria. La 
resolución que ordena la detención será siempre fundada. El tribunal 
deberá decidir dentro de las veinticuatro horas siguientes a la solici-
tud, debiendo dictar las medidas de protección y seguridad que sean 
necesarias para garantizar la vida e integridad de la mujer víctima de 
violencia, ascendientes, descendientes y personas bajo su cuido.
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Artículo 63. Se modifica el numeral 7 del artículo 95, quedando la 
redacción en los términos siguientes:

Medidas cautelares 
Artículo 113. El Ministerio Público podrá solicitar al Tribunal con 
Competencia en Materia de Delitos de Violencia contra la Mujer en 
funciones de control, audiencia y medidas o en funciones de juicio, 
si fuere el caso, las siguientes medidas cautelares: 
7.    Imponer a la persona señalada como agresor la obligación de 

asistir a un centro especializado para las entrevistas, consultas y 
evaluaciones psicológicas a las que debe someterse con carácter 
de obligatorio, debiendo entregar al tribunal los informes res-
pectivos que den cuenta que está cumpliendo con esta medida 
y que ha cesado su conducta violenta.

Artículo 64. Se modifica el artículo 96, quedando la redacción en 
los términos siguientes:

Definición y forma de proceder 
Artículo 114. Se tendrá como flagrante todo delito previsto en esta 
Ley, que se esté cometiendo o el que acaba de cometerse. También se 
tendrá como flagrante aquél por el cual la persona agresora sea per-
seguida por la autoridad policial, por la mujer agredida, por un par-
ticular o por el clamor público, o cuando se produzcan solicitudes 
de ayuda a servicios especializados de atención a la violencia contra 
las mujeres, realizadas a través de llamadas o mensajes telefónicos, 
correos electrónicos o fax, que permitan establecer su comisión de 
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manera inequívoca, o en el que se sorprenda a poco de haberse 
cometido el hecho, en el mismo lugar o cerca del lugar donde se 
cometió, con armas, instrumentos u objetos que de alguna manera 
hagan presumir con fundamento que él es el autor.

En estos casos, toda autoridad deberá y cualquier particular podrá, 
aprehender al agresor. Cuando la aprehensión la realizare un parti-
cular, deberá entregarlo Inmediatamente a la autoridad más cercana, 
quien en todo caso lo pondrá a disposición del Ministerio Público 
dentro de un lapso que no excederá de doce horas a partir del mo-
mento de la aprehensión.

Se entenderá que el hecho se acaba de cometer cuando la víctima u 
otra persona que haya tenido conocimiento del hecho, acuda dentro 
de las veinticuatro (24) horas siguientes a la comisión del hecho pu-
nible o el presunto agresor una vez impuesto de las medidas, conti-
núe con su conducta de violentar a la mujer víctima de violencia o a 
sus familiares, al órgano receptor y exponga los hechos de violencia 
relacionados con esta Ley. En este supuesto, conocida la comisión del 
hecho punible el órgano receptor o la autoridad que tenga conoci-
miento, deberá dirigirse en un lapso que no debe exceder de las doce 
horas, hasta el lugar donde ocurrieron los hechos, recabará los ele-
mentos que acreditan su comisión y verificados los supuestos a que 
se refiere el presente artículo, procederá a la aprehensión del presunto 
agresor, quien será puesto a la disposición del Ministerio Público.
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El Ministerio Público, en un término que no excederá de las cua-
renta y ocho horas contadas a partir de la aprehensión del presunto 
agresor, lo deberá presentar ante el Tribunal de Violencia Contra 
la Mujer en funciones de control, audiencia y medidas, el cual, en 
audiencia con las partes y la víctima, si ésta estuviere presente, re-
solverá si mantiene la privación de libertad o la sustituye por otra 
menos gravosa.

La decisión deberá ser debidamente fundada y observará los supues-
tos de procedencia para la privación de libertad contenidos en el Có-
digo Orgánico Procesal Penal, ajustados a la naturaleza de los delitos 
contenidos en la presente Ley, según el hecho de que se trate y aten-
diendo a los objetivos de protección de las víctimas, sin menoscabo 
de los derechos del presunto agresor.

Artículo 65. Esta Ley entrará en vigencia a partir de su publicación 
en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela.

Artículo 66. Imprímase esta Ley con las reformas aprobadas y en 
un texto único, aplíquese el lenguaje de género en los artículos que 
corresponda, agréguese epígrafes a los artículos que no lo tengan, y 
corríjase la numeración de artículos y capítulos donde corresponda, 
con los datos de sanción y promulgación, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 5 de la Ley de Publicaciones Oficiales.




